Modifica la ley Nº 19.327, estableciendo la responsabilidad de los dirigentes deportivos por los daños que causen las barras de sus clubes.
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Antecedentes

Han pasado más de 15 años desde la vigencia de la ley Nº 19.327, llamada ley de violencia en los estadios, y varios intentos por perfeccionarla han quedado en el registro de las buenas intenciones. 
En todos estos años han sido excepcionales las condenas por hechos de violencia ocurridos con ocasión de eventos deportivos y parece ser evidente el escaso efecto disuasivo que han tenido sus normas, pues los hechos de violencia siguen siendo la principal noticia cuando hay espectáculos deportivos de alta convocatoria.
El ejemplo de países desarrollados con una importante cultura futbolística nos demuestra que esto no es ni lo normal ni lo correcto. Creemos que sí es posible y necesario recuperar los eventos deportivos como un espacio de sano esparcimiento, abierto  a la familia y a la comunidad. Algunos sostienen que se trata sólo de mayor desarrollo económico o cultural y que por ello alcanzar el mismo nivel de civilidad de las grandes ligas deportivas del mundo es una meta de largo plazo. No estamos de acuerdo, en esta materia lo fundamental es el convencimiento y el compromiso de las autoridades políticas y de las dirigencias deportivas, se trata de decisiones que las sociedades han tomado para desterrar la violencia de las llamadas barras bravas, en Chile también podemos hacerlo.

En esta decisión social un rol clave lo juegan los clubes deportivos, sin la colaboración y compromiso de ellos y sus dirigentes no será posible terminar con la violencia en los estadios. Lamentablemente, ni siquiera con el cambio mayoritario de régimen jurídico de las organizaciones deportivas a ser sociedades anónimas se ha notado que haya mejoras al respecto.

Tal parece ser que las barras bravas son respaldadas y financiadas por los mismos clubes, en una connivencia que tiende a frustrar los esfuerzos que el Estado y la sociedad han intentado desplegar para terminar con la violencia deportiva.
Un nuevo marco normativo, la misma realidad

Cuando en el año 2005 se aprobó la ley Nº 20.019, que regula las sociedades deportivas profesionales, los chilenos sentamos un marco jurídico adecuado para contribuir a la profesionalización de la gestión deportiva en el país, creyendo que con ello el fenómeno de las barras bravas y de la violencia sería considerado un riesgo para esta profesionalización y también, por qué no decirlo, un riesgo para el negocio, pues ahuyentaba a las personas de los estadios y ofrecía un triste espectáculo de chabacanería y subdesarrollo indignos de una sociedad que pretende alcanzar la modernidad como la nuestra.
Pero tras cinco años de vigencia y la incorporación al nuevo marco jurídico de los tres clubes con principal arrastre entre la afición al esquema de sociedades anónimas deportivas profesionales, aún los hechos de violencia, incluso durante los entrenamientos de los equipos, se mantienen como si nada de esto hubiera ocurrido.

Atendido que las relaciones entre las barras y los clubes ha estado tradicionalmente protegidas por el silencio y la oscuridad, y que ello ha redundado en continuas sospechas y rumores de acuerdos entre dirigentes de clubes y dirigentes de las barras que les otorgan a estos últimos una suerte de inmunidad para actuar, es que estimamos necesario avanzar hacia un esquema en que se obligue a los dirigentes deportivos a ser parte de la solución y dejen de ser, de una vez y para siempre, parte del problema.
Descripción del proyecto
Por una parte el proyecto propone avanzar en materia de transparencia, pues obliga a que cualquier apoyo monetario o avaluable monetariamente con que los Clubes Deportivos beneficien a sus respectivas barras debe ser público. Con ello estimamos quedaría claro para la comunidad y para las autoridades cómo y de qué manera los mismos Clubes que se supone rechazan la violencia en los estadios, por otro lado respaldan o financian a sus principales exponentes. Además, a fin de evitar que por vías indirectas de burle este deber de transparencia, se busca prohibir cualquier traspaso hacia las barras distinto de los anteriores.
En segundo lugar, junto con aumentar las sanciones para los representantes de los clubes deportivos que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la ley de violencia en los estadios contribuyan o faciliten la comisión de los delitos previstos en la ley, además se establece una presunción simplemente legal de negligencia o descuido culpable cuando se efectúe apoyo financiero a personas que hayan estado involucradas en hechos de violencia.

En tercer lugar, atendido que a partir de la vigencia de la ley sobre sociedades anónimas deportivas es evidente el carácter de negocio privado del fútbol profesional, no es posible seguir aceptando que las externalidades negativas de los espectáculos de alta convocatoria, y protagonizadas por personas y grupos que amparados por los mismos clubes, tengan que sólo ser soportadas por los vecinos a los recintos deportivos o por la sociedad en su conjunto, por ello se propone la responsabilidad solidaria de los clubes y sus dirigentes. Esperamos que ello los disuada acerca de la necesidad de precaver y evitar los hechos de violencia protagonizados bajo la excusa del entusiasmo deportivo.
Finalmente, se contempla un artículo transitorio que establece una vacancia legal de seis meses, tiempo durante el cual deberá dictarse el reglamento para el registro de actividades de promoción indicado en el artículo 4 bis propuesto.

Por las razones expuestas venimos en presentar el siguiente Proyecto de Ley:

“Proyecto de ley para modificar la ley Nº 19.327:
Artículo 1º.- Agrégase a la ley Nº 19.327 el siguiente artículo 4º BIS, nuevo:

“Artículo 4º BIS.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a una barra o integrante de ella, en razón de su pertenencia a ésta, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento a que se refiere el inciso siguiente. 
Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones fijados por un reglamento emitido a través del Ministerio del Interior, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a las barras, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.
La omisión del deber de informar, la entrega o registro de información parcial o con infracción  a lo señalado por el reglamento será sancionada con multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.
Se prohíbe a los representantes legales de las organizaciones deportivas, socios, miembros de directorio y accionistas de sociedades anónimas deportivas entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a la barra o integrantes de ella. La infracción de esta prohibición será sancionada de la manera indicada en el inciso anterior.”.
Artículo 2º.- Modifícase el artículo 6º de la ley Nº 19.327, en el siguiente sentido:

a) Para reemplazar el inciso séptimo por los siguientes dos incisos:

“Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo, que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los incisos primero y segundo, serán sancionados con multa de doscientas a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia. Se presumirá la negligencia o el descuido cuando se hayan facilitado o financiado el transporte o su entrada al recinto deportivo a personas que dentro de los cinco años anteriores hayan sido condenadas por cualquier delito que merezca pena corporal, estén o no registradas como integrantes de la barra.

Las sanciones previstas en el inciso  anterior se aplicarán sin perjuicio de las responsabilidades criminales que se deriven de la aplicación del artículo 492 del Código Penal.”.

b) Para agregar el siguiente inciso final, nuevo: “Los clubes y sus representantes legales serán solidariamente responsables de los daños patrimoniales que integrantes de sus barras, identificados o no como tales, pero que actuando al alero de ellas, ocasionen con motivo de la realización de un espectáculo de fútbol profesional.”. 
Artículo Transitorio.- Esta ley comenzará a regir seis meses después de su publicación en el diario oficial, dentro de dicho plazo deberá dictarse el reglamento a que hace alusión el artículo 4 bis introducido a la ley Nº 19.327.”
